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JHON JAIRO CHICA SALGADO, mayor de edad, identificado con cedula 

16´726.606, tal como aparece al pie de mi firma, actuando en nombre propio, me 

permito solicitarle el amparo constitucional establecido en el Artículo 86 de la 

Constitución Política denominado ACCION DE TUTELA contra el Honorable 

CONCEJO MUNICIPAL DE ENVIGADO, ANTIOQUIA, de acuerdo con los hechos 

que paso a enunciar 

 

Mediante la presente y mientras se resuelve de fondo el presente trámite 

constitucional, le solicito a su despacho que se acceda de manera provisional y en 

protección de las garantías constitucionales amenazadas como medida cautelar a 

SUSPENDER EL PROCESO que adelanta el CONCEJO MUNICIPAL DE 

ENVIGADO - ANTIOQUIA, el cual está representando por el Honorable Presidente 

de esta Corporación dentro de la convocatoria para la elección de personero 

municipal para el periodo 2024 -2028 

 

HECHOS 

 

1. El Concejo Municipal de Envigado, emitió la Resolución No. 054 del 20 de 

junio de 2023 mediante la cual “se convoca y reglamenta el concurso público 

de méritos para proveer el cargo de Personero (a) Municipal de Envigado 

periodo 2024-2028 y se toman otras determinaciones” 

 

2. En esta Resolución se establecieron las reglas para la realización del proceso 

de selección, una de las cuales están descritas en los siguientes artículos: 

 

Artículo 31. Pruebas por aplicar: 

 



 
 

Artículo 38. Puntuación de los Factores de la Prueba de Valoración de 

Antecedentes. 

 

3. Posteriormente el Concejo Municipal de Envigado, expidió la Resolución Nro. 

072 del 26 de julio de 2023 mediante la cual se “aclara y modifica la 

Resolución Nro. 054 del 20 de junio de 2023, se define el cronograma en el 

concurso púbico de méritos para proveer el cargo de Personero (e) Municipal 

de Envigado periodo 2024-2028 y se toman otras determinaciones”. Sin 

embargo, el Concejo Municipal el 05 de septiembre de 2023 emite una nueva 

Resolución, la 082 “por la cual se aclara y modifica la Resolución 072 del 26 

de julio de 2023, respecto de la puntuación de la experiencia acreditada en 

meses, en el concurso púbico de méritos para proveer el cargo de Personero 

(e) Municipal de Envigado periodo 2024-2028 y se toman otras 

determinaciones” 

 

4. Posterior al proceso fuimos citados los treinta y seis (36) aspirantes que 

superaron todas las etapas, para la práctica de la prueba de entrevista, la 

cual se llevó a cabo el día viernes cinco (5) de enero de 2024, a las 8:00 a.m., 

en el recinto del Concejo Municipal de Envigado, ubicado en la Carrera 43 

No. 38 sur 35, piso 2, antiguo palacio Municipal de Envigado. Luego de lo 

cual fue publicado el resultado de la entrevista, otorgándome un puntaje de 

5,61 sin criterios objetivos para su respectiva valoración.  

 

5. La entrevista realizada debía atender a los principios de la función pública, 

especialmente la igualdad, transparencia, objetividad respecto a cada uno de 

los aspirantes, no obstante en la respuesta al requerimiento realizado frente 

a la entrevista algunos de los integrantes del concejo municipal otorgaron un 

puntaje contrario a los parámetros establecidos, entre otras circunstancias 

por no vivir en el municipio de Envigado, lo cual va en contravía de lo 



señalado en el mismo concurso de méritos, el cual en todas sus etapas 

deberá ser adelantado atendiendo criterios de objetividad, 

transparencia, imparcialidad y publicidad, teniendo en cuenta la 

idoneidad de los aspirantes para el ejercicio de las funciones. (Decreto 

2485 de 2014, art. 1) 

6. La Corte Constitucional, en Sentencia C-105 del 6 de marzo de 2013, 

Magistrado Ponente: Luis Guillermo Guerrero Pérez, respecto a los criterios 

para el proceso de elección de personeros debe desarrollarse para que se 

ajuste a la Constitución, considera: 

(...) observa la Corte que, como el diseño y la realización del concurso 

previsto en la ley debe sujetarse a los estándares generales que la 

jurisprudencia constitucional ha identificado en esta materia, los cuales 

aseguran el acceso a la función pública, el derecho a la igualdad y el debido 

proceso, los objetivos de transparencia e independencia que pretendían 

garantizarse con la atribución de competencias a la Procuraduría, se pueden 

obtener sin sacrificar la competencia de los concejos. 

7. Si se revisa la entrevista de la aspirante con el mayor puntaje hasta ahora y 

quien ostenta la primero posición en la lista de elegibles fue quien se 

desempeñó de la peor forma, no obstante que obtuvo la mayor votación, lo 

que demuestra nuevamente que la posición y el mérito no fueron tenidos 

en cuenta con el mayor peso relativo dentro del concurso, de modo que 

la valoración subjetiva a través de mecanismos como las entrevistas, 

constituya tan solo un factor accesorio y secundario de la selección y 

son utilizados de forma arbitraria para seleccionar a quien previamente 

fue la ungida política del respectivo ente territorial.  

8. La resolución que reglamento la convocatoria no definió los criterios 

objetivos, la metodología o los parámetros que debían tener presente los 

corporados al momento de puntuar en la entrevista, lo cual vulnera el derecho 

al mérito y al debido proceso de los demás participantes, teniendo en cuenta 

que el criterio político nunca puede ser el parámetro para elegir personero, 

además el hecho que tres de los corporados hayan justificado su votación en 

que no resido en Envigado lesiona el derecho universal de participación y 

vulnera ostensiblemente el derecho a la igualdad, el mérito y el debido 

proceso en la puntuación arbitraria de la entrevista realizada.  

9. Actualmente NO DISPONGO DE OTRO MECANISMO EXPEDITO Y 

EFICAZ DIFERENTE A LA ACCIÓN DE TUTELA, para a través de esta 

última, obtener la protección de mis derechos fundamentales conculcados, 



pues de acuerdo al cronograma trazado por la institución encargada de 

adelantar el procedimiento, nos encontramos en la etapa previa a la posesión 

del personero, finalizando por completo cualquier posibilidad para que el 

suscrito aspirante quede en un mejor lugar para ocupar el cargo de personero 

municipal de Envigado. 

FUNDAMENTOS DE LA ACCION: 

En este caso concreto considero que el medio más adecuado de protección a los 

derechos amenazados es la acción de tutela, por cuanto es el medio más eficaz de 

protección inminente, dado el poco tiempo para culminar el proceso de convocatoria 

pública para la elección del Personero municipal. El Concejo de Envigado está 

próximo a elegir personero y en caso de tenerse que adelantar un proceso ordinario 

de nulidad y restablecimiento del derecho cuando se tome la decisión final, ya se 

habría fraguado la elección del personero municipal.  

Existencia de otro medio de defensa judicial 

 

Tanto el artículo 86 de la Constitución Política como el inciso 1 del artículo 6  

del Decreto 2591 de 1991 consagran la improcedencia de la tutela cuando existe 

otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo 

transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 6 del mencionado Decreto y según 

reiteradísima jurisprudencia de esta Corte, el medio judicial suficiente para 

desplazar a la acción de tutela, mirado en relación con la certidumbre de los 

derechos fundamentales afectados, debe gozar de aptitud real para alcanzar el 

fin de efectividad que se propone la Constitución (arts. 2 y 86 C.P.). En ese orden 

de ideas, la existencia del otro medio de defensa judicial debe ser apreciada en 

concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias particulares en 

que se encuentre el solicitante. 

 

En relación con la existencia del otro medio de defensa judicial a que alude el 

fallador en su providencia, en tratándose de concursos para proveer cargos de 

carrera, esta Corporación ha señalado: 

 

"En conclusión, la Corte mantiene su doctrina, reiterando que: el juez de 

tutela debe examinar, en cada caso, si el mecanismo alternativo de defensa 

judicial que es aplicable al caso, es igual o más eficaz que aquella. 



La Corte, empero, encuentra necesario hacer la siguiente precisión: cuando 

el juez de tutela halle que existe otro mecanismo de defensa judicial aplicable 

al caso, debe evaluar si, conocidos los hechos en los que se basa la 

demanda y el alcance del derecho fundamental violado o amenazado, 

resultan debidamente incluidos TODOS los aspectos relevantes para la 

protección inmediata, eficaz y COMPLETA del derecho fundamental 

vulnerado, en el aspecto probatorio y en el de decisión del mecanismo alterno 

de defensa. Si no es así, si cualquier aspecto del derecho constitucional del 

actor, no puede ser examinado por el juez ordinario a través de los 

procedimientos previstos para la protección de los derechos de rango 

meramente legal, entonces, no sólo procede la acción de tutela, sino que ha 

de tramitarse como la vía procesal prevalente. Así como la Constitución no 

permite que se suplante al juez ordinario con el de tutela, para la protección 

de los derechos de rango legal, tampoco permite que la protección inmediata 

y eficaz de los derechos fundamentales, sea impedida o recortada por las 

reglas de competencia de las jurisdicciones ordinarias. 

En los casos en los que, aun existiendo otro mecanismo de defensa judicial, 

la acción de tutela, por las razones anotadas, resulte prevalente, el juez de 

tutela podrá señalar en su fallo, la libertad del actor para acudir al otro medio 

de defensa del derecho, a fin de reclamar la responsabilidad en que ya haya 

incurrido quien lo violó o amenazó”. (Cfr. Corte Constitucional. Sentencia T-

100 de 1994. M.P. Dr. Carlos Gaviria Díaz) 

En fallos posteriores, respecto del mismo tema se dijo: 

"...la acción de tutela es un mecanismo protector de los derechos 

constitucionales fundamentales, de carácter subsidiario, por lo cual, su 

procedencia se hace depender de que no existan otros medios judiciales de 

defensa a los que pueda acudir el interesado. Empero, esos otros medios 

judiciales deben tener, por lo menos, la misma eficacia de la tutela para la 

protección del derecho de que se trate. Analizadas las circunstancias del 

caso concreto, se concluye que tales acciones no se revelan más 

eficaces que la tutela ya que, la decisión tardía del asunto deja, mientras 

tanto, intactas violaciones a los derechos a la igualdad y al trabajo..." 

(Cfr. Corte Constitucional. Sala Séptima de Revisión. Sentencia T-298 del 11 

de julio de 1995. M.P.: Dr. Alejandro Martínez Caballero). 

Así las cosas, esta Corporación ha considerado que la vulneración de los            

derechos a la igualdad, al trabajo y debido proceso, de la cual son víctimas las 

personas acreedoras a un nombramiento en un cargo de carrera cuando no 

son designadas pese al hecho de haber obtenido el primer lugar en el 

correspondiente concurso, no encuentran solución efectiva ni oportuna en un 

proceso ordinario que supone unos trámites más dispendiosos y demorados 



que los de la acción de tutela y por lo mismo dilatan y mantienen en el tiempo la 

violación de un derecho fundamental que requiere protección inmediata. 

 

El DERECHO DE ACCESO A CARGOS PÚBLICOS El derecho de acceso a los 

cargos   públicos está prescrito en el numeral 7° del artículo 40 de la Carta Política. 

Aquí se consagra que “todo ciudadano tiene derecho a participar en la 

conformación, ejercicio y control del poder político. Para hacer efectivo este 

derecho puede: 7. Acceder al desempeño de funciones y cargos públicos, salvo 

los colombianos, por nacimiento o por adopción, que tengan doble nacionalidad. 

La ley reglamentará esta excepción y determinará los casos a los cuales ha de 

aplicarse”. Este derecho que reviste singular importancia dentro del ordenamiento 

constitucional, pues comporta la ventaja subjetiva de optar por este tipo de cargos, 

como también y constituye un espacio de legitimación democrática, el cual debe 

ser diferenciado del derecho al trabajo. 

 

Así, el derecho al trabajo prescrito en el artículo 25 de la Constitución Política está 

compuesto por diversos elementos, algunos relacionados con el deber estatal de 

propiciar políticas de empleo y otros que, vistos desde la esfera subjetiva, están 

relacionados con el derecho a elegir un empleo y que éste se proporcione en 

condiciones dignas y justas. Por su parte, el derecho a acceder a un cargo público 

consiste en la garantía que tiene todo ciudadano de presentarse a concursar una 

vez haya cumplido los requisitos previstos en la respectiva convocatoria. 

 

Respecto del derecho al trabajo en relación con el acceso a los cargos públicos, 

ha indicado la jurisprudencia de esta Corporación que dicha garantía se 

materializa en cabeza del ganador del concurso, a quien le asiste el derecho de 

ser nombrado; en este sentido, a la posibilidad de acceder a un empleo se 

suma la garantía del deber estatal de impedir que terceros restrinjan dicha 

opción. 

 

Al tratar esta materia en sentencia T-625 de 2000, el Tribunal Constitucional 

indicó: “La vulneración del derecho al trabajo se produce cuando una acción u 

omisión arbitraria de las autoridades limita injustificadamente el ejercicio de una 

actividad laboral legítima”. De lo anterior se vislumbra que la persona que supera 

las pruebas del concurso público de méritos se convierte en el titular del derecho 

al trabajo, y por ende, tiene derecho a ser nombrado en el cargo para el cual 

concursó, pues sólo en este momento el carácter subjetivo del derecho al trabajo 

logra concretarse con certeza a favor del ganador. En síntesis, el derecho de 



acceder a cargos públicos está ligado a la posibilidad que tiene cualquier 

ciudadano de presentarse a concursar una vez haya cumplido los requisitos 

previstos en la respectiva convocatoria. 

 

Por su parte, el derecho al trabajo, en las situaciones de acceso a cargos públicos 

se materializa cuando se crea en el titular el nacimiento del derecho subjetivo, es 

decir, cuando en virtud del mérito y la capacidad del aspirante obtiene el mejor 

puntaje, de lo cual se sigue o deviene su nombramiento y posesión. 

 

En cuanto al alcance del derecho a acceder a cargos públicos, esta Corporación 

desde sus inicios ha destacado el carácter fundamental de dicho derecho. Así, en 

la sentencia T-003 de 1992, la Corte señaló al respecto: “El derecho específico al 

ejercicio de cargos y funciones públicas merece protección, a la luz de la 

Constitución Colombiana, no únicamente por lo que significa en sí mismo sino por 

lo que representa, al tenor del artículo 40, como medio encaminado a lograr la 

efectividad de otro derecho -genérico- cuál es el de participar en la conformación, 

ejercicio y control del poder político, a objeto de realizar la vigencia material de la 

democracia participativa. 

 

La Corte también ha dicho, frente al alcance del derecho de acceso a cargos 

públicos, en la sentencia SU-544 de 20018: “El derecho a acceder a cargos 

públicos debe entenderse en el sentido de inmunizar a la persona contra las 

decisiones estatales que de manera arbitraria le impida acceder a un cargo 

público, a no ser desvinculado de manera arbitraria del mismo y, ocupando uno, 

que no se le impida arbitrariamente el ejercicio de sus funciones”.  

 

En cuanto al ámbito de protección del derecho de acceso a cargos públicos como 

derecho fundamental, la Corte en la sentencia SU-339 de 20119, hizo referencia 

a las distintas dimensiones que entran en la órbita de protección de dicho derecho.  

 

En palabras del Alto Tribunal: “la jurisprudencia de esta Corporación ha entendido 

que entran dentro del ámbito de protección de este derecho (i) la posesión de las 

personas que han cumplido con los requisitos para acceder a un cargo, (ii) la 

prohibición de establecer requisitos adicionales para entrar a tomar 

posesión de un cargo, cuando el ciudadano ha cumplido a cabalidad con las 

exigencias establecidas en el concurso de méritos, (iii) la facultad de elegir de 

entre las opciones disponibles aquella que más se acomoda a las preferencias de 

quien ha participado y ha sido seleccionado en dos o más concursos, (iv) la 

prohibición de remover de manera ilegítima (ilegitimidad derivada de la violación 



del debido proceso) a una persona que ocupen un cargo público”. (Subrayado 

fuera del texto). 

 

De lo anterior se desprende que, cuando no está en discusión la titularidad del 

derecho subjetivo a ocupar el cargo público, se puede considerar la existencia de 

una amenaza o violación del derecho fundamental. No obstante, en casos en los 

que está en discusión el hecho de si el actor cumple o no con los requisitos para 

acceder al cargo, es posible proteger otra faceta de dicho derecho: la garantía de 

que los cuestionamientos en torno al nombramiento y a la posesión se hagan 

respetando plenamente los procedimientos previstos para ello en la ley.  

 

Entonces, si la afectación proviene de la duda sobre la titularidad o de la violación 

de otro derecho fundamental, la consideración sobre una violación al derecho 

fundamental al acceso y desempeño de funciones públicas depende de que 

aquellas cuestiones sean resueltas de antemano. 

 

A manera de conclusión se tiene que, el derecho de acceder a cargos públicos 

consiste en la posibilidad que tienen los ciudadanos de presentarse a concursar 

para proveer dichos cargos, una vez se hayan cumplido los requisitos previstos en 

la convocatoria para postularse. Este derecho implica protección a favor de los 

ciudadanos en el sentido de que las decisiones estatales no pueden 

arbitrariamente impedirles acceder a un cargo público, así como tampoco 

pueden estar encaminadas a desvincularlos de manera arbitraria del mismo, 

ni mucho menos les está dado impedirles arbitrariamente el ejercicio de sus 

funciones.  

El sistema de carrera y convocatorias públicas como principio constitucional es un 

verdadero mecanismo de protección de los derechos fundamentales, ya que 

garantiza que el acceso al empleo público se realice en igualdad de oportunidades 

y de manera imparcial, evitando que fenómenos subjetivos de valoración como el 

clientelismo, el nepotismo o el amiguismo sean los que imperen al momento de 

proveer vacantes en los órganos y entidades del Estado. Para la Corte, ese 

sistema es una manifestación del principio de igualdad de oportunidades 

contenido en los artículos 13 y 125 la Carta Política, en tanto la selección del 

personal para el servicio público debe estar orientado para: (i) garantizar un 

tratamiento igualitario para todos los ciudadanos que deseen aspirar a ocupar un 

cargo público, sin distingo alguno por motivos de género, raza, condición social, 

creencia religiosa o militancia política; y (ii) contemplar medidas positivas frente a 



grupos sociales vulnerables o históricamente discriminados en términos de acceso 

a cargos estatales. 

Resulta vulneratorio del principio de igualdad de oportunidades cualquier práctica 

que discrimine a los aspirantes a un empleo público debido a su raza, sexo, 

convicciones religiosas o políticas. Asimismo, es contrario al mencionado 

principio toda conducta que – sin justificación alguna – rompa el equilibrio 

entre los participantes de un concurso o una convocatoria reglada. 

De otra parte, a partir del mandato contenido en el artículo 125 de la Carta y en 

virtud del derecho al debido proceso, la jurisprudencia ha derivado un conjunto de 

reglas orientadoras del sistema de ingreso, ascenso y retiro del servicio público. 

MEDIDA PROVISIONAL DE SUSPENSION DE CONVOCATORIA PUBLICA 

PARA LA ELECCION DELPERSONERO MUNICIPAL DE ENVIGADO 

Es urgente tomar la medida cautelar, a efectos de asegurar la vigencia de mis 

derechos fundamentales invocados, así como los de los demás aspirantes, así 

mismo para evitar consolidar derechos a los integrantes de la lista de elegibles y 

evitar que al momento de decidir la presente acción de tutela se haya consolidado 

derecho alguno. Lo anterior basado en lo siguiente: 

 Es claro que la acción de tutela tiene procedencia en un proceso de 

convocatoria pública, toda vez que este tipo de procesos conllevan 

inherentes una serie de garantías y derechos los cuales no pueden diferirse 

indefinidamente en el tiempo, por lo consiguiente no es procedente en casos 

especiales acudir a la vía ordinaria, pues por los tiempos que conlleva dicho 

medio el periodo o la vacante para la cual se concursa ya no esté 

disponible.  

 

 Se descarta entonces en este caso la alternativa de otro medio de defensa 

judicial como mecanismo de preservación de los derechos en juego, que 

son  de rango constitucional, de aplicación inmediata (art. 85 C.P.) y que no 

pueden depender de un debate dado exclusivamente en el plano de la 

validez legal de una elección, sin relacionarlo con los postulados y normas 

de la Carta Política; afirmación que es ratificada mediante la sentencia T-

049/2019. M.P. Cristina Pardo Schlesinger, la cual estipulo lo siguiente. 

 

 En consecuencia, de lo anterior se debe tener claridad que la acción de 

tutela es procedente en este tipo de procesos cuando el medio de defensas 

judicial no es idóneo ya sea porque no es eficaz para dirimir el conflicto o 



simplemente no lo resuelve de manera inmediata lo cual ocasionaría un 

perjuicio irremediable. 

 

 Ahora bien, frente a la materialización de un perjuicio urgente e irremediable 

el juez de conocimiento debe tener claro que la convocatoria para la 

elección de personero municipal es un proceso rápido el cual cuenta con un 

cronograma ajustado y de no tomarse medidas transitorias se podrían 

configurar derechos en favor de aspirantes o vulnerar derechos de los 

demás participantes, pues ya está en proceso de elección del personero 

municipal.  

 

 Así las cosas, se puede observar que de no tomarse una medida previa por 

parte del Despacho se estaría permitiendo que se tomen decisiones, se 

materialicen derechos y lo más importante entendiendo la instancia en la 

cual nos encontramos se vulneren derechos fundamentales ocasionando un 

perjuicio irremediable para los demás participantes. 

 

 En consecuencia, el Juez de conocimiento debe tener claro que un perjuicio 

irremediable es aquel que se configura cuando el peligro que se cierne 

sobre el derecho fundamental es de tal magnitud que afecta con inminencia 

y de manera grave su subsistencia, requiriendo por tanto de medidas 

impostergables que lo neutralicen, es así que la doctrina constitucional ha 

establecido unos requisitos que de cumplirse efectivamente nos 

encontramos ante un perjuicio irremediable, requisitos que se pueden 

observar en la Sentencia Sentencias: T-225 de 1993 Magistrado Ponente 

Vladimiro Naranjo Mesa 

 

1. En primer lugar, el perjuicio debe ser inminente o próximo a suceder; este 

requisito se encuentra acreditado con el cronograma vigente en la 

resolución 20211030000246 del 29 de octubre de 2021. 

2. En segundo lugar, el perjuicio ha de ser grave, es decir, que suponga un 

detrimento sobre un bien altamente significativo para la persona (moral o 

material), pero que sea susceptible de determinación jurídica; este 

requisito es claro en el sentido que de no tomarse una decisión pronta, 

eficaz y oportuna, se vulnerarían bienes jurídicos de manera permanente 

y los cuales tienen una protección constitucional tal y como lo es el derecho 

al debido proceso y los principios integradores de las convocatorias 

públicas y los concursos de mérito. 



3. En tercer lugar, deben requerirse medidas urgentes para superar el daño, 

entendidas éstas desde una doble perspectiva: como una respuesta 

adecuada frente a la inminencia del perjuicio, y como respuesta que 

armonice con las particularidades del caso; este requisito es observable en 

el sentido que si el juez de conocimiento no toma medidas oportunas 

dejará al azar el que se vulneren o no derechos fundamentales ya que 

existe una inminencia de que se cause un posible perjuicio. 

 

4. En cuarto lugar, las medidas de protección deben ser impostergables, esto 

es, que respondan a criterios de oportunidad y eficiencia a fin de evitar la 

consumación de un daño antijurídico irreparable; esta es clara en el sentido 

que el juez de tutela es quien debe tomar las medidas necesarias. 

 

 En consecuencia, de lo manifestado y pese a la celeridad de la acción de 

tutela esperar hasta la sentencia de la acción de tutela sin que al menos 

se ordene la suspensión de la Convocatoria Actual, posiblemente 

ocasionaría afectación de los derechos fundamentales de todos los 

aspirantes tanto de los ternados como de los que no. 

 

 Por todo lo anterior, es claro que, desde el escrito inicial, así como con el 

presente se ha acreditado que actualmente existe (i) una afectación 

inminente de varios derechos fundamentales; (ii) existe una urgencia de 

una medida para remediar o prevenir afectaciones; (iii) de causase los 

daños los mismos serian de una alta gravedad ya que no podrían 

corregirse a futuro; (iv) la medida que deba tomar el juez en la actualidad 

tiene un carácter impostergable para que la misma sea efectiva y proteja 

los derechos en riesgo. 

 

 Por todo lo anterior de manera respetuosa se considera necesario 

solicitarle a juez de conocimiento decrete la medida previa urgente, ya que 

de continuar con el cronograma asignado se vulnerarían derechos 

fundamentales de manera permanente originando un perjuicio 

irremediable como se señaló anteriormente. 

 

 La anterior solicitud se realiza con fundamento en lo expresado y en el 

Decreto 2591/91 artículo 7, el cual señala que la protección provisional está 

dirigida a: i) proteger los derechos de los demandantes con el fin de impedir 

que un eventual amparo se torne ilusorio; ii) salvaguardar los derechos 

fundamentales que se encuentran en discusión o en amenaza de 



vulneración; y iii) evitar que se produzcan otros daños como consecuencia 

de los hechos objeto de análisis en el proceso, perjuicios que no se 

circunscriben a los que pueda sufrir el demandante. De ahí que, el juez 

está facultado para “ordenar lo que considere procedente” con arreglo a 

estos fines. De tal manera de tomarse dicha decisión la misma es razonada 

y proporcionada a la situación actualmente planteada 

 

 Por todo lo anterior y de manera respetuosa le solicito al señor juez de 

tutela entendiendo que de no hacerlo se ocasionara una vulneración a 

derechos fundamentales, DECRETE, LA SUSPENSIÓN TEMPORAL DE 

LA CONVOCATORIA PÚBLICA PARA LA ELECCIÓN DE PERSONERO 

MUNICIPAL TENIENDO EN CUENTA QUE LA FECHA PROGRAMADA 

PARA LA ELECCIÓN DEL PERSONERO ES EL DÍA VIERNES 12 DE 

ENERO DE LA PRESENTE ANUALIDAD.  

 

REQUISITO DE SUBSIDIARIDAD, CARGA ARGUMENTATIVA Y 

DEMOSTRATIVA A DEL PERJUICIO GRAVE E IRREMEDIABLE 

En cuanto al requisito de subsidiaridad, manifiesto que he agotado todos los 

mecanismos legales y reglamentarios para ser escuchado y demostrarle al 

CONCEJO MUNICIPAL, que efectivamente la valoración OBJETIVA de la 

entrevista presenta inconsistencias, pero desafortunadamente no ha sido 

próspera mi justa reclamación, y esa institución fraguando mis derechos 

fundamentales DEBIDO PROCESO, ACCESO AL DESEMPEÑO DE 

FUNCIONES Y CARGOS PÚBLICOS e IGUALDAD y sin aportar prueba alguna, 

me impide que continúe en el proceso de selección.  

 

Y en cuanto a la acreditación de un inminente perjuicio irremediable, debo 

señalar que actualmente NO DISPONGO DE OTRO MECANISMO EXPEDITO Y 

EFICAZ DIFERENTE A LA ACCIÓN DE TUTELA, para a través de esta última, 

obtener la protección de mis derechos fundamentales conculcados, pues de 

acuerdo al cronograma trazado por la institución encargada de adelantar el 

procedimiento, estamos en proceso de elección de personero, aniquilando 

por completo cualquier posibilidad para que el  suscrito aspirante continúe 

en el concurso de méritos para ocupar el cargo de personero municipal de 

Envigado. 

En otras palabras, de no concederse el amparo constitucional deprecado, este 

actor constitucional quedaría en forma definitiva fuera del  proceso de selección, 

perdiendo toda esperanza de ocupar el cargo de personero municipal, a pesar de 



haber cumplido con todos y cada uno de los requisitos de ley para acceder a dicho 

cargo público, teniendo en cuenta que actualmente cuento con uno de los 

mayores puntajes en la prueba de conocimiento, me encuentro de segundo en 

lista de elegibles.   

Le imploro señor juez constitucional se conceda el amparo deprecado, pues de lo 

contrario, yo y varios de los demás interesados sin causa justa quedaríamos 

definitivamente excluidos del proceso de selección, proceso que sin duda 

alguna presenta graves deficiencias en cuanto a su reglamentación y 

desarrollo, quedando el CONCEJO DE ENVIGADO con  poderes 

extralimitados y desconocedores del derecho fundamental al debido 

proceso que campea toda clase de concurso de méritos para ocupar un cargo 

público, siendo el cargo de Personero de Medellín, no ajeno a esto. 

PRETENSIONES 

 

PRIMERA: Se me tutele el derecho fundamental al debido proceso administrativo; 

igualdad (imparcialidad y objetividad); derecho a participar en la conformación, 

ejercicio y control del poder político (derecho a ser elegido; acceder al desempeño 

de funciones y cargos públicos); al trabajo, a los principios de confianza legítima y 

dignidad humana y a los principios de la actuación administrativa de mérito, 

transparencia, publicidad, participación ciudadana, buena fe, la selección objetiva y 

el derecho a la igualdad por lo que deberá repetirse nuevamente la entrevista y 

justificar en debida forma las razones OBJETIVAS por las cuales se realiza la 

puntuación en el respectivo concurso de méritos para elegir personero municipal de 

Envigado.  

 

SEGUNDA: Que el CONCEJO MUNICIPAL DE ENVIGADO, ANTIOQUIA fije la 

metodología y los parámetros que serán evaluados en el concurso públicos de 

méritos, específicamente durante la entrevista y que el mismo no realice 

actuaciones hasta tanto se falle de fondo la presente acción de tutela, en el concurso 

público de méritos para la elección de Personero Municipal para el periodo 2024 – 

2028 

 

TERCERO: De considerarse por su despacho señor Juez vincular y ordenar al 

accionado a enviar el correo electrónico de todos los que no se les haya reconocido 

puntaje OBJETIVO Y TRANSPARENTE en la etapa de la entrevista.  

 

 

 



DERECHOS VULNERADOS 

 

 Derecho a la participación democrática dentro del concurso de méritos para 

elección de personero municipal. 

 Derecho fundamental a elegir y ser elegido. 

 Derecho a la selección objetiva 

 Derecho a la igualdad. 

 Derecho al trabajo 

 

PRUEBAS DOCUMENTALES APORTADAS 

 

 Resolución Nro. 54 del 20 de junio de 2023  

 Resolución Nro. 72 del 26 de julio de 2023 

 Resolución Nro. 03 del 3 de enero de 2024 

 Resolución N° 05 del 9 de enero de 2024 

 Respuesta a requerimiento – entrevista 

 Link de entrevista: https://www.youtube.com/watch?v=npUWkWxOz6I 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

Fundamento esta petición en el artículo 86 C.N. y en los decretos reglamentarios 

2591 de 1991, 306 de 1992 y 1382 de 2000. Igualmente, en la declaración 

universal de los derechos humanos, pacto internacional de derechos civiles y 

políticos, y en la convención americana de derechos humanos. 

 

COMPETENCIA 

 

Es Usted, Señor Juez, competente para conocer del asunto, por la naturaleza de 

este y por tener jurisdicción en el lugar donde ocurre la violación que motiva la 

presentación de la solicitud. 

 

JURAMENTO 

 

Bajo la gravedad de juramento, manifiesto que no he instaurado otra acción de 

Tutela con fundamento en los mismos hechos y derechos y contra la misma 

autoridad a que se contrae la presente, ante ninguna autoridad judicial. 

 

VINCULACIÓN A TERCEROS INTERESADOS 

 



Señor (a) Juez, por tratarse de hechos que puedan beneficiar a algunos 

participantes que fueron calificados de forma arbitraria, solicito de manera 

respetuosa al despacho se ordene la vinculación de estos con los resultados de la 

prueba de conocimiento publicados. Para ello, considere ordenar al Honorable 

CONCEJO MUNICIPAL DE ENVIGADO, ANTIOQUIA, para que provea los correos 

electrónicos correspondientes de los participantes o que sean estos que procedan 

a notificar a cada uno de éstos e igualmente publicar el trámite de la presente acción 

constitucional, para que si a bien lo consideran hagan sus manifestación en relación 

a lo expuesto en el presente escrito de tutela. 

 

NOTIFICACIONES: 

 

Los  accionados a los correos electrónicos: 

comunicacionesconcejo@envigado.gov.co, personeria.envigado@tdea.edu.co  

 

El suscrito abogado en celular número: 3174410535, Email: 

jjchica2011@hotmail.com 

 

 

Cordialmente, 

 

 

 
______________________________ 

JHON JAIRO CHICA SALGADO  

C.C. No.16726606 de Cali 

T.P. No. 110.373 del C. S. de la Judicatura. 
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